
INCIDENTEDE REPARACION INTEGRAL - Facultad del juez para
decretar pruebas de oficio

Número de radicado : 42527
Número de providencia : AP2428-2015
Fecha : 12/05/2015
Tipo de providencia : AUTO INTERLOCUTORIO
Clase de actuación : CASACIÓN

«Como el recurrente alega la violación directa de la ley sustancial a
consecuencia de la interpretación errónea de los artículos 25 y 361 de la Ley
906 de 2004, por cuanto en su criterio no era posible que en el incidente de
reparación integral el fallador de primer grado decretara pruebas de oficio
bajo el argumento de que aquel es un trámite que se rige por categorías
civiles, pues en concepto del actor solo es factible acudir, por integración, a
la legislación de esa materia, siempre y cuando no se oponga a la naturaleza
del proceso penal, según lo prevé el citado artículo 25, de manera que la
actuación oficiosa del juez a quo —avalada por el Tribunal— desconoció lo
previsto en el artículo 361 y los principios de igualdad de armas, propio del
sistema penal acusatorio, y de imparcialidad, así como la doctrina de la
Corte Constitucional (Sent. C-396 de 2007) según la cual, en dicho sistema
no es viable disponer la práctica de pruebas de oficio, puntualmente cuando
la actuación se surte ante el juez de conocimiento, así que la carga
probatoria en el sub judice correspondía por entero a los apoderados de las
víctimas por ser quienes promovieron el mentado incidente, de modo que
depreca desvincular a […] S.A. por cuanto fue intervenida en desarrollo de
los Decretos 4333 y 4334 de 2008 de estado de emergencia económica; de
esto se sigue que el libelista no atina a formular correctamente la censura,
pero además, desconoce la realidad procesal y las normas que deben regular
el referido incidente.

[…]

[…] se tiene que la postura del libelista parte de supuestos jurídicos carentes
de soporte, en orden a afirmar que en el incidente de reparación integral no
se pueden decretar pruebas de oficio.

En efecto, en primer lugar se ofrece oportuno señalar que el incidente de
reparación integral, distinto a lo asumido por el actor, es un trámite
eminentemente civil, el cual se adelanta con posterioridad al agotamiento
del proceso penal , mismo que le sirve de insumo, en tanto allí se determina
la existencia del delito, así como su responsable, de tal manera que en el
referido incidente lo que se resuelve es quiénes están legitimados para
reclamar la reparación derivada del daño real y concreto causado con la



conducta punible y quiénes civilmente y en qué medida, están llamados a
responder por aquella.

Es que al parecer el recurrente olvida la naturaleza del incidente de
reparación integral, es decir que “es una acción civil”, la cual se tramita una
vez se ha declarado a un sujeto penalmente responsable de un delito,
conforme lo ha sostenido la Corte Constitucional1 y esta Sala2.

En esa medida, la regla prevista en el artículo 361 de la Ley 906 de 2004,
conforme a la cual, “en ningún caso el juez podrá decretar la práctica de
pruebas de oficio”, no tiene cabida frente al incidente de reparación integral,
pues éste se rige por las reglas del derecho privado el que, en el Código de
Procedimiento Civil , concretamente en los artículos 179 y 180, autoriza el
decreto de pruebas de oficio en los siguientes términos:

Artículo 179. Pruebas de oficio y a petición de parte. Las pruebas pueden ser
decretadas a petición de parte, o de oficio cuando el magistrado o el juez las
considere útiles para la verificación de los hechos relacionados con las
alegaciones de las partes…

Artículo 180. Decreto y práctica de pruebas de oficio. Podrán decretarse
pruebas de oficio, en los términos probatorios de las instancias y de los
incidentes, y posteriormente, antes de fallar.

Cabe agregar que en relación con el decreto de pruebas de oficio, la Sala de
Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia de manera inveterada3, viene
afirmando al respecto:

De antaño tiene explicitado la Sala que “uno de los avances más importantes
que ha tenido el derecho procesal ha sido el de darle al juez o magistrado que
tiene a su cargo el trámite de determinada controversia judicial, la potestad
de decretar pruebas de oficio. El proceso en estas circunstancias, si bien
conserva su naturaleza dispositiva, morigera su estructura a través de la
prerrogativa que se le concede al funcionario con el fin de acudir en la
búsqueda de la llamada verdad real, con la cual pasa de simple espectador
del debate entre los litigantes a convertirse en el director del mismo con plenos
poderes, aunque respetando, como es obvio, las reglas aplicables fijadas por
el legislador (…) El tema de la prueba de oficio hay que estudiarlo desde dos
frentes que son disímiles, aunque se complementan (…) El primero hace
referencia a los casos en los cuales por expreso mandato del legislador es
obligatorio e ineludible el “decreto de pruebas de oficio”, so pena de que una
omisión de tal envergadura afecte la sentencia, pudiendo ser aniquilada a
través de la vía del recurso extraordinario de casación apoyado en la causal
primera, por la transgresión de normas de disciplina probatoria que conducen

1 SCC C-409 de 2009.
2 CSJ SP, 13 abr. 2011, rad. 34145.
3 CSJ SC, 5 may. 2000, rad. 5165; CSJ SP, 29 nov. 2004, rad. 7880; CSJ SP, 15 jul. 2008, rad. 2003-
00869-01 y CSJ SP, 27 ago. 2012, rad. 2006-00712, entre otras.



fatalmente a la violación de preceptos sustanciales, obviamente en el
entendido de que se reúnan los demás requisitos de procedibilidad, y la
preterición de tales medios de convicción tenga trascendencia para modificar
la decisión adoptada (…) El punto fue recientemente analizado por la
Corporación, en la sentencia No. 069 de 15 de julio de 2008, expediente
000689-01, en la que se precisó que “no solo es una facultad que tiene el juez
sino que también es un deber, mucho más si se tiene en cuenta que hay
algunos casos en que es obligatorio ordenarlas y practicarlas, como por
ejemplo la genética en los procesos de filiación o impugnación; la inspección
judicial en los de declaración de pertenencia; el dictamen pericial en los
divisorios; las indispensables para condenar en concreto por frutos, intereses,
mejoras o perjuicios, etc. De análogo modo para impedir el proferimiento de
fallos inhibitorios y para evitar nulidades” (…) El segundo alude a las
situaciones procesales en las cuales el juez, en aras de resolver el asunto
sometido a su composición, puede usar la facultad discrecional de acudir a
dicho mecanismo con el fin de aclarar los puntos oscuros o confusos que
interesan al proceso (…) Es cierto que, en principio, el decreto de pruebas de
oficio no es un mandato absoluto que se le imponga fatalmente al
sentenciador, puesto que él goza de una discreta autonomía en la instrucción
del proceso, por la que no siempre que se abstenga de utilizar tal prerrogativa
equivale a la comisión de su parte de un yerro de derecho. Además, no puede
perderse de vista que hay casos en los cuales la actitud pasiva u omisiva del
litigante que tiene la carga de demostrar determinada circunstancia fáctica,
es la generadora del fracaso, bien de las pretensiones ora de sus defensas,
por haber menospreciado su compromiso en el interior de la tramitación y en
las oportunidades previstas por el legislador (…) Además, no puede perderse
de vista, tal como lo tiene definido la jurisprudencia de la Sala, que para que
pueda acusarse válidamente mediante la presente vía de impugnación
extraordinaria una sentencia por haber incurrido en error de derecho respecto
de una prueba y, más concretamente, por no haber decretado alguna de oficio
dentro de la discrecionalidad que le es propia al juzgador, es requisito
inexcusable, insoslayable e imperativo que la misma obre en el expediente,
pues, de no hallarse físicamente en él no es válido aceptar una acusación de
dicho talante” (sentencia de 24 de noviembre de 2008, exp. 1998- 00529-01.
En iguales términos fallos de 15 de diciembre de 2009, expedientes 1999-
01651-01 y 2006-00161-01)4

Por su parte, la Corte Constitucional, en punto de la posibilidad de la
actividad probatoria oficiosa, que trata bajo el concepto de defecto
procedimental por exceso ritual manifiesto, ha expresado:

La jurisprudencia de esta Corte ha establecido dos presupuestos básicos para
determinar si una actuación judicial goza de legitimidad desde el punto de
vista constitucional, a saber: (i) que el procedimiento surtido para adoptar una
decisión haya preservado las garantías propias del debido proceso, de las que
son titulares los sujetos procesales; y, (ii) que la decisión judicial sea
compatible con el conjunto de valores, principios y derechos previstos por la
Constitución. Si se acredita con suficiencia que la decisión judicial

4 CSJ SC, 21 oct. 2013, rad. 2009-00392-01.



cuestionada incumple estos presupuestos de legitimidad, surge la necesidad
de restituir y de preservar la eficacia de los preceptos constitucionales en el
caso concreto, mediante la intervención excepcional del juez tutelar.
(…)
3.4.2. Defecto procedimental, el cual dependiendo de las garantías procesales
que involucre puede ser de dos tipos: (i) de carácter absoluto, que se presenta
cuando el funcionario judicial se aparta del proceso legalmente establecido,
ya sea porque sigue un proceso ajeno al autorizado o porque omite una etapa
sustancial de éste, caso en el cual afecta directamente el derecho al debido
proceso5, o cuando escoge arbitrariamente las normas procesales aplicables
a un caso concreto6; y, (ii) por exceso ritual manifiesto, que tiene lugar cuando
un funcionario utiliza o concibe los procedimientos como un obstáculo para la
eficacia del derecho sustancial y por esa vía, sus actuaciones devienen en una
denegación de justicia habida cuenta que sacrifica el derecho de acceso a la
administración de justicia y las garantías sustanciales, so pretexto de preferir
el tenor literal de las formas procesales. En otras palabras, el juez asume una
ciega obediencia a la ley procesal en abierto desconocimiento de los derechos
sustanciales que le asisten a las partes en contienda7.

En esta oportunidad, la Sala encuentra pertinente profundizar en el defecto
procedimental por exceso ritual manifiesto, apoyándose para tal efecto en
varias sentencias de la línea que se han referido puntualmente al tema.

En línea de principio, importa mencionar que según establecen los artículos
228 de la Constitución Política y 4° del Código de Procedimiento Civil, en las
actuaciones de la administración de justicia debe prevalecer la aplicación del
derecho sustancial, al punto que el juez al momento de interpretar la ley
procesal, debe tener en cuenta que el objeto de los procedimientos es la
efectividad de los derechos reconocidos en las normas sustanciales. Quiere
ello decir que, las formas no deben convertirse en un obstáculo para la
efectividad del derecho sustancial, sino que deben propender por su
realización.

Pues bien, la providencia fundadora de la línea sobre exceso ritual manifiesto
es la sentencia T-1306 de 2001 (MP. Marco Gerardo Monroy Cabra)8, en la

5 “Sentencias T-264 de 2009 (MP Luis Ernesto Vargas Silva) y T-599 de 2009 (MP Juan Carlos Henao
Pérez).”
6 “Sentencia T-289 de 2005 (MP Marco Gerardo Monroy Cabra).”
7 “Esta Corporación en sentencia T-264 de 2009 (MP Luis Ernesto Vargas Silva), a la cual se hará
referencia más adelante, señaló que «a partir del derecho fundamental al acceso a la administración de
justicia, y de la obligación de dar prevalencia al derechos sustancial (artículo 228 de la Constitución),
la Corte ha encontrado que puede producirse un defecto procedimental en una sentencia cuando el
funcionario judicial, por un apego excesivo a las formas, se aparta de sus obligaciones de impartir
justicia, buscar que las sentencias se basen en una verdad judicial que se acerque lo más posible a la
verdad real, garantizar la efectividad de los derechos constitucionales y evitar pronunciamientos
inhibitorios que trunquen la eficacia de las actuaciones de la Administración de Justicia, y de los
derechos materiales, pues los procedimientos judiciales son medios para alcanzar la efectividad del
derecho y no fines en sí mismos».”
8 “En esa ocasión, la Corte estudió una acción de tutela contra la Sala de Casación Laboral de la Corte
Suprema de Justicia, quien decidió no casar una sentencia ordinaria que negaba el reconocimiento de
una pensión de vejez, porque no se cumplieron las formalidades propias que exigía la técnica del recurso
extraordinario de casación, a pesar de que el demandante cumplía con todos los requisitos sustanciales



cual se señaló que si bien los jueces deben regirse por un marco jurídico
preestablecido en el que se solucionen los conflictos de índole material que
presentan las partes, no lo es menos que “si el derecho procesal se torna en
obstáculo para la efectiva realización de un derecho sustancial reconocido
expresamente por el juez, mal haría éste en darle prevalencia a las formas
haciendo nugatorio un derecho del cual es titular quien acude a la
administración de justicia y desnaturalizando a su vez las normas procesales
cuya clara finalidad es ser medio para la efectiva realización del derecho
material”. En esa sentencia, se definió el exceso ritual manifiesto como “aquel
que se deriva de un fallo en el cual haya una renuncia consciente de la verdad
jurídica objetiva evidente en los hechos, por extremo rigor en la aplicación de
las normas procesales convirtiéndose así en una inaplicación de la justicia
material”.
(…)
Más adelante, en la sentencia T- 264 de 2009 (MP. Luis Ernesto Vargas
Silva)9, esta Corporación precisó que puede “producirse un defecto
procedimental en una sentencia cuando el funcionario judicial, por un apego
excesivo a las formas” se aparta de sus obligaciones de impartir justicia sin
tener en cuenta que los procedimientos judiciales son medios para alcanzar
la efectividad del derecho y no fines en sí mismos. La Corte al conocer en sede
de revisión la providencia atacada, consideró que el Tribunal había incurrido
en un defecto procedimental por “exceso ritual manifiesto”, actuando en
“contra de su papel de director del proceso y del rol protagónico que le asigna
el ordenamiento en la garantía de los derechos materiales, al omitir la práctica
de una prueba imprescindible para fallar, a pesar de la presencia de
elementos que le permitían concluir que por esa vía llegaría a una decisión
indiferente al derecho material. Por esta vía, la autoridad accionada cerró
definitivamente las puertas de la jurisdicción a la peticionaria, olvidó su papel
de garante de los derechos sustanciales, su obligación de dar prevalencia al
derecho sustancial, y su compromiso con la búsqueda de la verdad en el
proceso como presupuesto para la adopción de decisiones justas.10 (subrayas
fuera del texto original)

Así mismo, con posterioridad la Corte Constitucional expuso11:

4.4 Vale la pena resaltar igualmente en relación con el tema probatorio, lo
señalado por la Corte respecto a los deberes de los jueces como directores del
proceso. En este asunto la jurisprudencia constitucional ha determinado que
se configura el defecto procedimental por exceso ritual manifiesto cuando

para acceder a tal pensión. En ese caso, se concedió el amparo tutelar y se encontró configurada una
vía de hecho procedimental por exceso ritual manifiesto.”
9 “En ese pronunciamiento, la Corte analizó un caso de una acción de tutela en donde la accionante
consideró vulnerados sus derechos fundamentales por el Tribunal Superior de Bogotá, al proferir el fallo
de segunda instancia dentro de un proceso ordinario de responsabilidad civil extracontractual iniciado
por ella, mediante el cual el Tribunal revocó el fallo de primera instancia con base en dos
consideraciones centrales: (i) la falta de legitimidad por activa de la peticionaria pues, aparte de las
afirmaciones de la demanda, no se aportó prueba alguna sobre la relación de parentesco; y, (ii) la falta
de legitimidad por pasiva de uno de los demandados, pues el vehículo de servicio público que se
encontraba en el accidente no era de su propiedad.”
10 SCC T-213 de 2012.
11 SCC T-363 de 2013.



existiendo incertidumbre sobre unos determinados hechos que se estiman
definitivos para la decisión judicial y cuya ocurrencia se infiere
razonablemente del acervo probatorio, omite decretar, de forma oficiosa, las
pruebas que podrían conducir a su demostración. Lo anterior por cuanto,
“pudiendo remover la barrera que se presenta a la verdad real y, por ende, a
la efectividad del derecho sustancial, prefiere hacer caso omiso de las
herramientas procesales a su alcance, convirtiendo los procedimientos en un
obstáculo al acceso a la administración de justicia. En estos casos procede la
tutela del derecho constitucional al acceso a la administración de justicia, y la
orden de reabrir el debate probatorio, de acuerdo con lo dispuesto en el
respectivo código adjetivo, para que el juez de la causa, con audiencia de las
partes, ejerza sus deberes inquisitivos12.

Por tanto, de lo anterior se sigue que el juez, con el fin de hacer prevalecer
el derecho sustancial sobre el procesal, en materia civil debe contar con la
prueba necesaria para decidir, para lo cual incluso puede ordenarla de
oficio.

Así las cosas, la tensión que pretende crear el libelista entre lo dispuesto en
el artículo 361 de la Ley 906 de 2004, en donde se establece que “en ningún
caso el juez podrá decretar la práctica de pruebas de oficio”, frente a la
posibilidad consagrada en el artículo 179 del Código de Procedimiento Civil,
en el cual se prevé que “las pruebas pueden ser decretadas a petición de
parte, o de oficio cuando el magistrado o juez las considere útiles”, es
aparente, pues el actor parte del equívoco de considerar que esa prohibición
se extiende al incidente de reparación integral que, como se dijo, es una
acción civil que se adelanta “después” del proceso penal, así que en esa
medida tal limitación no es aplicable en ese escenario, sobre lo que luego se
volverá.

Ahora, no menos infundada es la afirmación del censor según la cual, si
bien el artículo 25 de la Ley 906 de 2004 estipula que es posible, en
aplicación del principio de integración, acudir a otros ordenamientos en caso
de que una determinada materia no esté expresamente regulada en dicha
ley, con la salvedad que se debe tener en cuenta que “no se opongan a la
naturaleza del procedimiento penal”; por igual es necesario no perder de
vista que ello se predica del “proceso penal”, mas no de la actuación
eminentemente civil como lo es el incidente de reparación integral, conforme
quedó explicado con antelación.

(...)

En esa medida, como la Corte Constitucional y la Sala de Casación Penal,
coinciden en concluir que el incidente de reparación integral es una acción
civil que se adelanta al final del proceso penal, pero además, tanto la Corte

12 “Al respecto ver entre otras la sentencia T-591 de 2011 M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.”



Constitucional como la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de
Justicia aceptan que en materia civil es posible que el juez ordene pruebas
de oficio y, finalmente, la Corte Constitucional considera ajustado a la Carta
Política que en desarrollo del sistema penal acusatorio esté proscrita la
posibilidad de decretar pruebas de oficio, pero la misma se predica de la
etapa del juzgamiento exclusivamente, pues en etapas previas es posible
hacerlo, de allí se sigue que en fases posteriores, como lo es el incidente de
reparación integral también es viable hacerlo, así las cosas es claro que la
postura del demandante, conforme se dijo inicialmente, parte de supuestos
jurídicos equivocados, toda vez que, en síntesis, hace una lectura sesgada
de la sentencia C-396 de 2007 que se viene de comentar.

Por tanto, precisado que la prohibición para decretar pruebas de oficio en el
marco de la Ley 906 de 2004 se circunscribe a la etapa del juzgamiento y
que por ende en el incidente de reparación integral es posible hacerlo, por
igual se observa que incluso el libelista no evidenció la trascendencia de la
queja que formuló, pues se limitó a señalar las pruebas que unilateralmente
ordenó el funcionario judicial de primer grado, sin que, en gracia de
discusión, explicara qué habría pasado en el caso de la especie de no haber
ocurrido lo anterior.

(...)

En conclusión, como el libelista no atina a formular correctamente la
censura, pero además, desconoce la realidad procesal y las normas que
deben regular el incidente de reparación, de esto se sigue que el reproche
debe ser inadmitido».

NORMATIVIDAD APLICADA:

Ley 906 de 2004, arts. 102 – 108 y 361


